CERD/C/AND/1-6

[bookmark: _GoBack]Inicialé y sexto informes periódicos - Andorra 
Anexos
		Anexo 1 
		Artículos 359 a 360 y 456 a 462 del Código penal
Ley 9/2005, del 21 de febrero, cualificada del Código Penal consolidada después de varias modificaciones
		Capítulo Tercero. Asociaciones Ilícitas: Artículo 359. Concepto de asociación ilícita 
Se considera asociación ilícita el grupo de personas organizado en el cual concurre uno de los requisitos siguientes:
a) Que tenga como finalidad cometer algún delito o que promueva su comisión.
b) Que, aunque tenga como objeto una finalidad lícita, recurra para conseguirla a medios violentos de carácter delictivo.
c) Que actúe con un móvil discriminatorio.
A los grupos armados o terroristas se les aplica lo que dispone el capítulo siguiente.
		Artículo 360. Penas para los miembros de asociaciones ilícitas 
A los promotores, dirigentes o personas que ejerzan un poder de hecho en una asociación ilícita se les tiene que imponer una pena de prisión de uno a cuatro años. A los que sean miembros de dicha asociación y ejerzan en ella una actividad relevante, y a los que le aporten apoyo financiero o de cualquier otro tipo, se les tiene que imponer una pena de prisión de tres meses a tres años. 
El tribunal puede reducir la pena de acuerdo con lo que prevé el artículo 53 en caso de que el culpable se haya esforzado por disminuir los efectos negativos de la actuación de la asociación o que colabore en el descubrimiento y la evitación de algunos de los planes de la organización.
		Capítulo Segundo. Genocidio
			Artículo 456. Genocidio
La persona que, en ejecución de un plan preconcebido para la destrucción total o parcial de un grupo nacional, étnico o religioso, o de un grupo determinado a partir de cualquier otro criterio arbitrario, cometa uno de los delitos siguientes, ha de ser castigada:
a) Con una pena de prisión de veinte a treinta años en caso de homicidio o asesinato. 
b) Con una pena de prisión de quince a veinte años en caso de secuestro y posterior desaparición de miembros del grupo en cuestión.
c) Con una pena de prisión de diez a quince años en caso de deportación forzosa de todos o de parte de los miembros del grupo en cuestión.
d) Con una pena de prisión de diez a veinte años en caso de sometimiento a condiciones de existencia  con el objetivo de producir la destrucción total o parcial del grupo en cuestión.
e) Con una pena de prisión de ocho a doce años en caso de toma de medidas relativas a la totalidad o a parte del grupo en cuestión que tiendan a impedir o dificultar los nacimientos.
f) Con una pena de prisión de ocho a doce años en caso de tratos inhumanos o degradantes, o reducción de la totalidad o parte del grupo a la esclavitud.
g) Con una pena de prisión de ocho a dieciséis años en caso de agresión sexual.
La tentativa, la conspiración y la provocación son punibles.
		Artículo 457. Apología del genocidio 
El que, por cualquier medio, se exprese públicamente a favor de una ideología o doctrina dirigida a justificar o aprobar el recurso al genocidio o a hacer apología de regímenes, partidos u organizaciones que lo hayan practicado o le hayan dado apoyo, ha de ser castigado con pena de prisión de tres meses a tres años.
		La tentativa es punible.
El que difunda o distribuya públicamente material que contenga imágenes y expresiones comprendidas en el apartado anterior ha de ser castigado con la misma pena.
		La tentativa es punible.
El que produzca o almacene material como el referido anteriormente ha de ser castigado con pena de prisión de hasta un año, siempre que este material esté destinado a la difusión pública.
		Artículo 458. Negación del genocidio 
El que, por cualquier medio, se exprese públicamente negando la existencia de hechos descritos como genocidio en este capítulo y declarados probados por una jurisdicción, o se refiera a ellos de forma trivial, ha de ser castigado con pena de prisión de hasta dos años.
		La tentativa es punible.
El que difunda o distribuya públicamente material que contenga imágenes y expresiones comprendidas en el apartado anterior ha de ser castigado con la misma pena.
		La tentativa es punible.
El que produzca o almacene material como el referido anteriormente ha de ser castigado con pena de arresto, siempre que este material sea destinado a la difusión pública.
		Capítulo Tercero. Delitos contra la humanidad
		Artículo 459. Tipo básico
Son reos de los delitos contra la humanidad aquellos que cometan los hechos previstos en el artículo siguiente como parte de un ataque generalizado o sistemático contra la población civil o un sector de esta población.
En todos los casos, se considera delito contra la humanidad la comisión de tal ataque:
Por el hecho de pertenecer la víctima a un grupo o colectivo perseguido por motivos políticos, raciales, nacionales, étnicos, culturales o religiosos.
En el contexto de un régimen institucionalizado de opresión y dominación sistemáticas de un grupo racial sobre uno o más grupos raciales y con la intención de mantener aquel régimen.
		Artículo 460. Penas
Los reos de los delitos contra la humanidad han de ser castigados:
Con pena de prisión de quince a veinte años si causan la muerte de una persona. El tribunal puede imponer la pena prevista aumentada en la mitad de su límite superior si concurre alguna de les circunstancias constitutivas del delito de asesinato.Con pena de prisión de doce a quince años si cometen una violación y de cuatro a seis años si el hecho consiste en otra clase de agresión sexual.
Con pena de prisión de doce a quince años si producen alguna de las lesiones del artículo 116, con la de ocho a doce años de prisión si someten a las personas a condiciones de existencia que pongan en peligro su vida o perturben gravemente su salud, y con la de cuatro a ocho años de prisión si cometen alguna de las lesiones del artículo 115.
Con pena de prisión de ocho a doce años si deportan o trasladan por la fuerza, sin motivo autorizado por el derecho internacional, a una o más personas a otro Estado o lugar mediante la expulsión u otros actos de coacción.
Con pena de prisión de seis a ocho años si fuerzan el embarazo de alguna mujer con la intención de modificar la composición étnica de la población, sin perjuicio de la pena que corresponda por otros delitos.
Con pena de prisión de doce a quince años si detienen a alguna persona y se niegan a reconocer esta privación de libertad o a informar del lugar en el que se encuentra la persona detenida.
Con pena de prisión de ocho a doce años si detienen a una persona, privándola de su libertad, con infracción de las normas internacionales sobre la detención. Debe imponerse la pena en su mitad inferior cuando la detención dura menos de 15 días.
Con pena de cuatro a ocho años de prisión si cometen tortura grave sobre personas que tengan bajo su custodia o control, y con la de dos a seis años de prisión si es menos grave. A efectos de este artículo se entiende por tortura el sometimiento a una persona a sufrimientos físicos o psíquicos. La pena por la tortura se tiene que imponer sin perjuicio de las que correspondan por los atentados contra otros derechos de la víctima.
Con pena de prisión de cuatro a ocho años si cometen alguna de las conductas relativas al favorecimiento de la prostitución y con prisión de seis a ocho años en los supuestos de proxenetismo. Hay que imponer la pena de seis a ocho años de prisión a los que trasladen personas de un lugar a otro, con el propósito de su explotación sexual, utilizando violencia, intimidación o engaño, o abusando de una situación de superioridad o de necesidad o de la vulnerabilidad de la víctima. Cuando los hechos se cometen sobre menores de edad o incapaces, el tribunal puede imponer la pena prevista aumentada en la mitad de su límite superior.
Con pena de prisión de cuatro a ocho años si someten alguna persona a la esclavitud o la mantienen en dicha situación. La pena se tiene que imponer sin perjuicio de las que correspondan por los atentados concretos cometidos contra los derechos de las personas.
		La tentativa, la conspiración y la provocación son punibles.
		Artículo 461. Tipo cualificado
Si cualquiera de las conductas del artículo anterior forma parte de un plan o una política, o se cometen a gran escala, deben aplicarse las penas respectivas en su mitad superior.
		Artículo 462. Delito cometido por autoridad
La autoridad, o aquel que actúe efectivamente como tal, que no adopte las medidas a su alcance para evitar la comisión, por personas bajo su mando o control efectivo, de alguno de los delitos abarcados en este capítulo, tiene que ser castigado con la misma pena que los autores.
Si la conducta anterior se realiza por imprudencia grave hay que aplicar las reducciones de pena previstas en el artículo 53.
La autoridad, o aquel que actúe efectivamente como tal, que no adopte las medidas a su alcance para que sean perseguidos los delitos abarcados en este capítulo,  cometidos por personas bajo su mando o control efectivo, tiene que ser castigado con la misma pena que los autores con las reducciones previstas en el artículo 53.


		Anexo 2:
		Sentencia de la Sala Civil del Tribunal Superior de Justicia de Andorra, del 27 de mayo de 2014 - Causa TSJC-178/13 (en catalán)
		Tribunal Superior de Justícia Sala Civil 
TSJC-178/13 
		Sentència 
En nom del Poble Andorrà.- 
A la vila d’Andorra la Vella, el 27 de maig del 2014. 
Reunida la Sala Civil del M.I. Tribunal Superior de Justícia d’Andorra, sota la presidència del M.I. Sr. Joan Manel ABRIL CAMPOY, i els magistrats M.I. Sr. Vincent ANIERE i M.I. Sr. Pere PASTOR VILANOVA, ha adoptat la resolució següent: 
		Antecedents de fet 
I.- En les actuacions del procediment laboral núm. B-0548-5/2011, instades per la Sra. E.M.J. contra el SAAS, en data 5 d’abril del 2013, l’Hble. Tribunal Unipersonal del Batlle va dictar Sentència, la part dispositiva de la qual va decidir: “Desestimar la demanda formulada per la Sra. E.M.J. en data 1 d’abril 2011 contra el SERVEI ANDORRÀ D’ATENCIÓ SANITÀRIA, i sense fer imposició de les costes processals causades”. 
II.- La Sra. E.M.J. ha interposat recurs d’apel·lació contra aquesta resolució. 
La part apel·lant sol·licita que es doni lloc a la seva demanda laboral, sense efectuar especial condemna en costes. 
Els arguments revocatoris són els següents: presentava un quadre psiquiàtric composat per símptomes depressius majors associats amb símptomes ansiosos secundaris a un estat de mobbing; havia estat assetjada durant anys pel SAAS amb la finalitat de fer-la desistir de la relació laboral; va ser acomiadada desprès que el SAAS desistís d’un expedient disciplinari; el comiat no causal era motivat pel procediment disciplinari precedent; era una professional responsable del ram de la sanitat; l’extinció del contracte de treball constituïa un acomiadament disciplinari encobert i, per conseqüent, era nul per contravenir la Constitució (articles 6, 8.2, 10 i 12) i el Codi de relacions laborals (article 4). 
Ha actuat com a magistrat ponent el M.I. Sr. Pere PASTOR VILANOVA. 
		Fonaments de dret 
No es discuteix l’existència d’un contracte laboral entre la Sra. E.M.J. i el SAAS, signat el 5 de febrer de 1997 ni que la parapública va comunicar a la treballadora un comiat no causal per carta de l’1 de febrer del 2011 (foli 19). La Sra. E.M.J. roman de baixa mèdica des del 3 de febrer del 2011. 
Cal advertir que l’assalariada va ser objecte anteriorment d’una sanció disciplinària, imposada el dia 28 de juliol del 2010 i consistent en la suspensió de feina i sou durant 15 dies. La Sra. E.M.J. va recórrer contra la mesura disciplinària (expedient B-1522-2/2010). El SAAS es va aplanar a la demanda durant la fase probatòria. Per aquest motiu, l’Hble. Batlle va dictar sentència el 8 de febrer del 2011, anul·lant la sanció mencionada i condemnant el SAAS a satisfer el preu de les costes judicials. 
En el seu escrit de demanda, la Sra. E.M.J. explicava que patia assetjament laboral des de feia molts anys i que la resolució del contracte de treball, ara impugnada, constituïa un frau de llei. 
La sentència de primera instància ha desestimat la demanda de l’empleada. Per una banda, el Tribunal a quo considera que la Sra. E.M.J. no ha estat sotmesa a cap situació d’assetjament moral. Per altra banda, entén que els havers laborals reclamats no es van pactar (primes) o ja s’havien abonat (retribució variable per objectius). 
La recurrent demana que es declari la nul·litat del seu comiat, per vulneració dels articles 6, 8.2, 10 i 12 de la Constitució i de l’article 4 del Codi de relacions laborals. 
Començarem per examinar la conformitat del comiat en relació amb el dret fonamental a la jurisdicció, reconegut a l’article 10.1 de la Constitució, com també a l’article 6.1 del CEDH (dret al procés equitable). 
El recte compliment d’aquests preceptes exigeix que ningú pugui ser inquietat per raó de l’exercici del seu dret a la jurisdicció. Compte tingut de la producció del comiat durant la impugnació de la primera sanció disciplinària, la Sra. E.M.J. podia raonablement objectar que la resolució del contracte de treball constituïa un càstig derivat de l’exercici anterior d’aquell dret fonamental. En el present cas, on es qüestiona, amb indicis suficients (fundats en la proximitat temporal de les dues decisions perjudicials adoptades per l’empresa), la violació d’un dret fonamental per part de l’empresa, pertocava a aquesta darrera demostrar que la seva decisió era legítima i no constituïa cap mena de represàlia pel fet d’haver impugnat judicialment la primera sanció. 
El SAAS ha volgut desvincular ambdós processos. En aquest sentit, la parapública ha explicat que havia estat molt benèvola amb el comportament conflictiu de la treballadora durant anys i que, a la fi, esgotada la seva paciència, va optar per procedir a un comiat lliure perquè “posteriorment a la resolució de l’expedient disciplinari i a la seva impugnació judicial, la Sra. E.M.J. va accentuar una actitud inconvenient al seu lloc de treball que posava en entredit la qualitat del servei públic que es presta al CHA” (foli 64). 
Aquest empitjorament només quedaria acreditat mitjançant la producció d’una carta del 12 de gener del 2011 -que adrecen determinats treballadors del SAAS a la seva direcció (folis 304-307)- on s’expressa la voluntat de no treballar més “al costat de la Sra. E.M.J.” perquè: “no treballa en equip ... critica l’actuació de tots nosaltres i no ens mostra respecte, refereix que no som professionals ... critica la direcció i les persones que hi treballem ... no segueix les indicacions ni horaris ... incompleix les normes ... fa el que vol ... la situació no ha fet més que empitjorar ... ja no podem més ... no ens veiem capaces de continuar al costat de la Sra. E.M.J. ...”. 
La sinceritat d’aquesta lletra apareix molt relativa i això per dos motius. En primer lloc, cap dels signataris ha ratificat el seu contingut, ni existeixen evidències objectives sobre les crítiques formulades contra la feina de la recurrent. En segon lloc, es constata que entre les persones signatàries, hi ha les Sres. Margarida Huguet i Esmeralda Teresa Masip Vidal. En el decurs de la prova testifical que va tenir lloc el dia 1 de febrer del 2011 en el marc del primer procés, ambdues van respondre per l’afirmativa a les preguntes següents (folis 354 i 356): 
3.- Digui com és cert que la Sra. E.M.J. és una professional responsable i compromesa amb la seva feina i amb el seu treball ? 
4.- Digui com és cert que la Sra. E.M.J. no negligeix mai en la feina en perjudici dels seus companys ? 
5.- Digui com és cert que Vostè ha pogut comprovar, per la seva actitud davant la feina, que, per a la Sra. E.M.J. l'atenció i el benestar dels pacients estan, sempre, per sobre de qualsevol altra consideració ? 
6.- Digui com és cert que la Sra. E.M.J. mai ha faltat el respecte a cap persona o companya de feina en la seva presència ? 
11.- Digui com és cert que la Sra. E.M.J. ha estat sempre una bona companya de feina ... ? 
Sobta que aquestes dues persones hagin signat la carta mencionada i que, poc més de dues setmanes desprès, en seu judicial, asseverin que “la Sra. E.M.J. ha estat sempre una bona companya de feina”. 
Per tant, atès que el SAAS no ha destruït la presumpció de violació del dret fonamental a la jurisdicció, s’imposa donar lloc a la nul·litat sol·licitada. El SAAS ha objectat que la seva actuació no podia donar lloc a cap nul·litat, doncs el Codi de relacions laborals no ho contemplava expressament. Ja hem assenyalat que el dret a la jurisdicció constitueix un dret fonamental que proclama tant la Constitució com el CEDH. Altres normes del dret internacional ofereixen una protecció equivalent, malgrat no hagin estat incorporades dins el nostre ordenament jurídic. Així, el Conveni núm. 158 de la OIT sobre l’extinció de la relació laboral protegeix també la persona treballadora contra aquestes actuacions il·legítimes, concretament el seu article 5.c: “Entre els motius que no constituiran causa justificada per a l’extinció de la relació de treball figuren els següents: ... presentar una queixa o participar en un procediment entaulat contra un empresari per suposades violacions de lleis o reglaments, o recórrer davant les autoritats administratives competents”. 
En tractar-se de la violació d’un dret fonamental, la seva plena protecció només queda garantida per la declaració de nul·litat del comiat i l’ordre de reincorporació de la persona treballadora (restitutio in integrum). Cal afegir que la vulneració d’aquest dret no només pot tenir lloc quan les actuacions processals d’un Tribunal contravenen els drets de l’article 10 de la Constitució (incident de nul·litat d’actuacions), però també quan l’exercici del mateix condueix a una sanció empresarial. Per conseqüent, la petició de nul·litat té fonamentació legal en ordre a satisfer el principi nulla poena sine lege. 
L’acolliment de la pretensió de nul·litat per aquest motiu (article 10 de la Constitució) fa innecessari examinar les altres causes de violació invocades. 
III.- La Sra. E.M.J. s’alça també contra la denegació de les indemnitzacions sol·licitades en l’escrit de demanda, tractant-se de: a) el rescabalament dels danys morals i materials derivats de l’assetjament laboral patit; b) primes ad personam, pla de carrera i objectius de l’any 2010 i part del 2011; c) interessos legals i costes judicials. 
L’Hble. Batlle ha desestimat aquests pediments per manca de prova de la seva existència o quantificació del concepte corresponent. La part apel·lant no discuteix el raonament adoptat per la instància, de manera que procedeix desestimar aquest aspecte del recurs. 
IV.- L’estimació parcial del recurs aconsella no efectuar especial condemna al pagament de les costes judicials (arg. novel·la 82, Capítol 10). Tampoc procedeix reformar la no imposició de costes de la instància, compte tingut de l’estimació parcial de la demanda. 
Vistos la legislació vigent i els Usos i Costums aplicables al present cas, 
La Sala Civil del M.I. Tribunal Superior de Justícia d’Andorra, 
		Decideix 
ESTIMAR parcialment el recurs d’apel·lació formulat per la Sra. E.M.J.; REVOCAR la Sentència de l’Hble. Tribunal Unipersonal del Batlle del dia 5 d’abril del 2013 en el sentit de declarar la nul·litat del comiat de la Sra. E.M.J. i de reconèixer el dret de la treballadora a ser readmesa en la seva plaça de treball, confirmar els pronunciaments restants; sense efectuar especial condemna en costes judicials d’aquesta alçada. 
Així per aquesta nostra resolució, de la qual en serà tramés testimoni a l’Hble. President de la Batllia, per al seu coneixement i als efectes escaients, definitivament jutjant, ho pronunciem, manem i signem.
			

